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PRIMERA SALA UNITARIA. 

 EXP: 595/2018/1

RESOLUCIÓN DEFINITIVA. 

ACTORA: **********. 
AUTORIDADES DEMANDADAS:

DIRECCIÓN DE RECAUDACIÓN Y POLÍTICA FISCAL DE LA DIRECCIÓN GENERAL DE INGRESOS DE LA SECRETARÍA DE FINANZAS DE GOBIERNO DEL ESTADO DE SAN LUIS POTOSÍ Y AL C. IGNACIO DÁVILA CÓRDOVA, EN SU CARÁCTER DE NOTIFICADOR EJECUTOR DE LA REFERIDA DIRECCIÓN DE RECAUDACIÓN Y POLÍTICA FISCAL.
MAGISTRADA:

LIC. MA. EUGENIA REYNA MASCORRO.

SECRETARIO DE ESTUDIO Y CUENTA:

LIC. ERICK BEN HUR HERNÁNDEZ GONZÁLEZ.
San Luis Potosí, S.L.P., a veintitrés de enero de dos mil diecinueve.  

V I S T O,  para resolver en definitiva el Juicio Contencioso Administrativo número 595/2018/1, y;
R E S U L T A N D O

I.- Por escrito presentado ante este Tribunal el veintiocho de junio de dos mil dieciocho, compareció la C. **********, por propio derecho, para demandar los actos y respecto de las Autoridades que enseguida se precisa:

Autoridades Demandadas: 

· Dirección de Recaudación y Política Fiscal de la Dirección General de Ingresos de la Secretaría de Finanzas de Gobierno del Estado de San Luis Potosí.

· El **********, en su carácter de notificador ejecutor de la referida Dirección de Recaudación y Política Fiscal.

De dichas Autoridades, la Actora impugna lo siguiente: 

· El mandamiento de ejecución emitido por el Director de Recaudación y 
Política Fiscal de la Secretaría de Finanzas de gobierno del Estado de San Luis Potosí.
· El acto de notificación y ejecución, del mandamiento de ejecución a que se refiere el párrafo anterior, ejecutado por el **********, en su carácter de notificador ejecutor de la referida Dirección de Recaudación y Política Fiscal.
· Asimismo, manifiesta desconocer el origen de los actos de ejecución señalados.

II.- En proveído de veintinueve de junio de dos mil dieciocho, se admitió a trámite la demanda, y se ordenó correr traslado a las autoridades demandadas emplazándolas para que formularan su contestación y al tercero interesado para que se apersonara a juicio, asimismo dentro del término de diez días manifestaran lo que a sus derechos convinieran, apercibidos que en caso de no hacerlo, se declararía por precluido el derecho correspondiente y al tercero interesado por no apersonándose a juicio y se tendrían como ciertos los hechos que la parte actor le impute, salvo que las pruebas rendidas o por hechos notorios resultaran desvirtuados. Así mismo, se le tuvo a la parte actora por ofreciendo las documentales a que se refiere en su demanda, reservándose su admisión para el momento de proveer sobre la admisión de la contestación.

III.- En proveído de fecha veintidós de agosto de dos mil dieciocho, se tuvo al Procurador Fiscal de la Secretaria de Finanzas del Gobierno del Estado, en representación de las autoridades demandadas por contestando la demanda, por lo que se ordenó dar vista a la parte actora, para los efectos a que se refiere el artículo 100 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí. Asimismo, se hizo efectivo el apercibimiento formulado al tercero interesado en auto de veintinueve de agosto de dos mil dieciocho, por lo que se tuvo por no apersonado a juicio, teniéndose por afirmado los hechos, salvo prueba en contrario.
Por otra parte, y en virtud de que la parte actora del juicio negó lisa y llanamente tener conocimiento de una multa bajo cualquier concepto y toda vez que las autoridades demandadas en su contestación de demanda exhibieron copia certificada del oficio **********, emitido por el Juez de Control y de Tribunal de juicio Oral, adscrito al Centro de justicia Penal Regional, Sede San Luis Potosí, dirigido a la Secretaría de Finanzas de Gobierno del Estado de San Luis Potosí, en el que solicitó realizar el cobro de la multa impuesta a la hoy actora; se le otorgó a la parte actora el plazo de diez días para que pudiera ampliar su demanda.

IV.- Por auto de fecha dieciocho de septiembre de dos mil dieciocho, se tuvo por interpuesta la ampliación de la demanda, por lo que se ordenó que se corriera traslado a las autoridades demandadas, para que en el término de diez días contestaran la misma, y manifestaran lo que a su derecho conviniera, ofrecieran y exhibieran las pruebas que estimaran convenientes.

V.- Por acuerdo de fecha quince de octubre de dos mil dieciocho, se tuvo al Procurador Fiscal de la Secretaria de Finanzas del Gobierno del Estado, en representación de las autoridades demandadas, por contestando la ampliación de demanda, por lo que se ordenó correr traslado de la misma a la parte actora para que en el término de cinco días manifestara lo que a su derecho conviniera; asimismo se tuvieron por admitidas las pruebas ofrecidas por la parte actora, y en preparación de la documental pública consistente en las copias certificadas, incluyendo material audiovisual de audiencias, del expediente de la causa penal identificado con el número ********** y/o **********, del que deriva la resolución de mandamiento de ejecución impugnada, se requirió al Juez de Control y Tribunal de Juicio Oral adscrito al Centro de justicia Penal Regional en turno, para que remitiera a esta Primera Sala Unitaria las copias certificadas de la documental citada, previo pago de derechos que realizara la parte actora.
VI.- Mediante proveído de fecha veintinueve de octubre de dos mil dieciocho, se tuvo por cumplimentado el requerimiento formulado en el diverso auto de fecha quince de octubre de dos mil dieciocho, en virtud de que el Gestor de la Primera Región Judicial del Estado, adscrito al Centro de justicia Penal Regional, Sede en San Luis Potosí, remitió a este Tribunal de manera digital un disco compacto, las copias certificadas y material audio visual que se le solicito; por lo que se ordenó el resguardo del referido disco compacto en el secreto de esta Sala Unitaria y se le informó a la parte actora que la reproducción del mismo, se llevaría a cabo el día y hora que se señalara para la audiencia de ley, en la cual podría realizar las manifestaciones que a su interés conviniera.
Por último, se señalaron las nueve horas del dieciséis de noviembre del dos mil dieciocho, para el desahogo de la audiencia a que se refiere el artículo 246 del Código Procesal Administrativo para el Estado.

VII.- En la fecha y hora señaladas, se dio inicio a la audiencia de ley sin la presencia de la parte actora ni sus autorizados, por lo que se suspendió la misma, y se señaló como fecha para su continuación las nueve horas del trece de diciembre del dos mil dieciocho.
VIII.- En la fecha y hora señaladas, se continuó la audiencia de ley en este juicio, en presencia del autorizado de la parte actora y sin la asistencia de las autoridades demandadas, en el desarrollo de la audiencia se dio cuenta de las constancias de autos; en la etapa de pruebas se tuvieron por desahogadas las que así lo ameritaron, después se hizo constar que no quedaron pruebas pendientes de desahogo; en la etapa de alegatos se certificó que se formularon por la parte actora, no así por las autoridades demandadas, quedando así debidamente integrado el expediente en que se actúa. Finalmente, se citó para resolver.

C O N S I D E R A N D O

PRIMERO.- A la Primera Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, corresponde conocer, substanciar y resolver los juicios de su competencia, en términos de los artículos 123 de la Constitución Política del Estado de San Luis Potosí; 1°, 2°, 7º, fracción VI, 9°, fracción III, 24 y 35 fracción VIII, de la Ley Orgánica del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí, ya que se trata de una controversia suscitada entre un particular y autoridades del Estado, donde se ejerce jurisdicción, por tratarse del requerimiento de pago mediante el procedimiento administrativo de ejecución.
SEGUNDO.- La existencia de los actos impugnados, queda plenamente demostrada con los documentos descritos en el Resultando I., consistentes en el Mandamiento de Ejecución de 13 de abril de 2018, así como del Acta de Requerimiento de Pago y de Embargo diligenciadas en la misma fecha, los cuales corren agregados en autos a folios 07 al 011 de este expediente, mismos que adquieren valor probatorio pleno de acuerdo a lo dispuesto por el artículo 72 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, toda vez que de conformidad con lo establecido en el artículo 91 del citado Código, se trata de documentos públicos emitidos por una autoridad en el ejercicio de sus atribuciones legales.

TERCERO.- De acuerdo con lo que precisa el artículo 221 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, esta Sala Unitaria procede a analizar la personalidad y legitimación de los comparecientes en este juicio.

La personalidad de la parte actora no requiere pronunciamiento especial alguno, ya que compareció por propio derecho.

En el caso, el interés jurídico de la parte actora se encuentra plenamente acreditado con las documentales en donde constan los actos impugnados, mismas que obra a folios 07 al 011 del expediente en que se actúa; documentales pública de cuyo contenido se desprende que aparece como destinataria la ahora impetrante y que mediante las mismas se instauró el procedimiento administrativo de ejecución para hacer efectivo el cobro coactivo de la multa que se le impuso a la hoy demandante en el expediente de la causa penal identificado con el número **********; ahí que resulta innegable que la compareciente cuenta con legitimación para demandar en el presente juicio.

De igual forma, la personalidad y legitimidad de la autoridad demandada, se encuentra debidamente acreditada en este Tribunal, al comparecer a juicio el Procurador Fiscal de la Secretaría de Finanzas del Gobierno del Estado de San Luis Potosí, en representación de la Dirección de Recaudación y Política Fiscal de la Dirección General de Ingresos y del **********, notificador ejecutor de la referida Dirección de Recaudación y Política Fiscal, ambos de la citada Secretaría de Finanzas, conforme a lo establecido por el párrafo tercero del numeral 220 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, acreditando el carácter con que compareció, mediante la copia certificada del nombramiento que le fue expedido, mismo que obra a fojas 042 y 043 del presente expediente.

Las documentales anteriormente referidas hacen prueba plena de conformidad con lo dispuesto por el artículo 72, fracción I del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí. 

CUARTO.- Previo a entrar al estudio de los conceptos de impugnación vertidos por la parte actora en el escrito de demanda, es necesario establecer si en el presente Juicio se actualiza alguna de las causales de improcedencia o sobreseimiento a que se refieren los artículos 228 y 229 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, que sirva de base para decretar total o parcialmente el sobreseimiento del Juicio, ya sea que lo hagan valer o no las partes; toda vez que se trata de cuestiones de orden público que se tienen que estudiar de oficio y, cuyo análisis es preferente al del fondo del asunto.

Del estudio practicado al sumario, esta Sala Unitaria no advierte que existan causales de improcedencia o sobreseimiento que se deban examinar de oficio, asimismo se advierte que la autoridad demandada no adujo causal de improcedencia alguna, por lo que en seguida se procede al estudio de los conceptos de impugnación.

QUINTO.-  Los conceptos de impugnación que plantea la parte actora en su escrito inicial de demanda, se localizan en fojas 05 y 06 del expediente en que se actúa, los que por economía procesal se tienen aquí por reproducidos. Resulta aplicable por analogía la tesis de Jurisprudencia 2a./J. 58/2010, emitida por la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación; cuyos datos de localización, rubro y contenido, se reproducen a continuación:

Localización: [J]; 9a. Época; 2a. Sala; S.J.F. y su Gaceta; Tomo XXXI, Mayo de 2010; Pág. 830. 2a./J. 58/2010. Registro No. 164 618

“CONCEPTOS DE VIOLACIÓN O AGRAVIOS. PARA CUMPLIR CON LOS PRINCIPIOS DE CONGRUENCIA Y EXHAUSTIVIDAD EN LAS SENTENCIAS DE AMPARO ES INNECESARIA SU TRANSCRIPCIÓN.- De los preceptos integrantes del capítulo X "De las sentencias", del título primero "Reglas generales", del libro primero "Del amparo en general", de la Ley de Amparo, no se advierte como obligación para el juzgador que transcriba los conceptos de violación o, en su caso, los agravios, para cumplir con los principios de congruencia y exhaustividad en las sentencias, pues tales principios se satisfacen cuando precisa los puntos sujetos a debate, derivados de la demanda de amparo o del escrito de expresión de agravios, los estudia y les da respuesta, la cual debe estar vinculada y corresponder a los planteamientos de legalidad o constitucionalidad efectivamente planteados en el pliego correspondiente, sin introducir aspectos distintos a los que conforman la Litis. Sin embargo, no existe prohibición para hacer tal transcripción, quedando al prudente arbitrio del juzgador realizarla o no, atendiendo a las características especiales del caso, sin demérito de que para satisfacer los principios de exhaustividad y congruencia se estudien los planteamientos de legalidad o inconstitucionalidad que efectivamente se hayan hecho valer.”

Asimismo, resulta aplicable por analogía la tesis de Jurisprudencia emitida por el Segundo Tribunal Colegiado del Sexto Circuito; Novena Época, Tomo VI, Común, Jurisprudencia TCC, Apéndice 2000, Página 414, que a la letra dice:

“CONCEPTOS DE VIOLACIÓN. EL JUEZ NO ESTÁ OBLIGADO A TRANSCRIBIRLOS.-  El hecho de que el Juez  Federal  no  transcriba en su fallo los conceptos de violación expresados en la demanda, no implica que haya infringido disposiciones de la Ley de Amparo, a la cual sujeta su actuación, pues no hay precepto alguno que establezca la obligación de llevar a cabo tal transcripción; además de que dicha omisión no deja en estado de indefensión al quejoso, dado que no se le priva de la oportunidad para recurrir la resolución y alegar lo que estime pertinente para demostrar, en su caso, la ilegalidad de la misma. ...”

No obstante lo anterior, previo a hacer un pronunciamiento al respecto ésta Primera Sala Unitaria, considera llevar a cabo un estudio integral de la demanda, con la finalidad de resolver la pretensión efectivamente planteada por parte de la actora en su demanda de nulidad, puesto que la demanda constituye un todo y su análisis no sólo debe atender a su apartado de conceptos de anulación, sino a cualquier parte de ella donde se advierta la exposición de motivos esenciales de la causa de pedir, lo que implica el estudio de dicha demanda en su integridad y no en razón solamente del apartado de conceptos de anulación.

Sirve de apoyo a lo anterior, el criterio de jurisprudencia bajo el siguiente rubro y que se considera aplicable al caso que nos ocupa:

“DEMANDA EN EL JUICIO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO FEDERAL. SU EXAMEN NO SÓLO DEBE ATENDER A SU APARTADO DE CONCEPTOS DE ANULACIÓN, SINO A CUALQUIER PARTE DE ELLA DONDE SE ADVIERTA LA EXPOSICIÓN DE MOTIVOS ESENCIALES DE LA CAUSA DE PEDIR. Conforme al artículo 237 del Código Fiscal de la Federación, vigente hasta el 31 de diciembre de 2005 (correlativo del precepto 50 de la Ley Federal de Procedimiento Contencioso Administrativo), las Salas del Tribunal Federal de Justicia Fiscal y Administrativa deben resolver la pretensión efectivamente planteada en la demanda, pudiendo invocar hechos notorios e, incluso, examinar, entre otras cosas, los agravios, causales de ilegalidad y demás razonamientos de las partes. Consecuentemente, la citada demanda constituye un todo y su análisis no sólo debe atender a su apartado de conceptos de anulación, sino a cualquier parte de ella donde se advierta la exposición de motivos esenciales de la causa de pedir, con la finalidad de resolver la pretensión efectivamente planteada, pues el hecho de que las sentencias del referido tribunal se funden en derecho y resuelvan sobre la pretensión del actor que se deduzca de su demanda, implica el estudio de ésta en su integridad y no en razón de uno de sus componentes.”

SEXTO.- En primer término se debe de precisar que los actos impugnados se hacen consistir en el Mandamiento de Ejecución de fecha 13 de abril de 2018, emitido por el Director de Recaudación y Política Fiscal de la Dirección General de Ingresos de la Secretaría de Finanzas de Gobierno del Estado de San Luis Potosí, así como el Acta de Requerimiento de Pago y de Embargo diligenciadas en la misma fecha por el **********, en su carácter de Notificador Ejecutor de la referida Dirección de Recaudación y Política Fiscal; los cuales se localizan a folios 07 al 011 del presente sumario.
De la parte relativa del escrito de demanda, la actora hace valer bajo protesta de decir verdad, que no se le hizo llamamiento a procedimiento alguno ni se le notificó la imposición de multa alguna por parte del Gestor Regional del  Centro de Justicia Penal, a que se refiere el mandamiento de ejecución de mérito.

En ese sentido, se procede al estudio de lo manifestado por la parte actora, en el sentido de la negativa lisa y llana de tener conocimiento de algún procedimiento o resolución en que se le imponga una multa bajo cualquier concepto, a razón de que la autoridad pruebe los hechos afirmados que sirvieron para motivar los actos controvertidos, y el contribuyente esté en posibilidad de defenderse ante tales hechos que aduce desconocer.

Ahora bien, una vez precisado lo anterior, se advierte por esta Sala Juzgadora que de conformidad con lo dispuesto por el artículo 45 del Código Fiscal del Estado, los contribuyentes pueden negar lisa y llanamente los hechos que sirvan para motivar un acto de autoridad, correspondiéndole entonces a dicha autoridad la obligación de probar los hechos que motivaron el acto, resultando pertinente realizar la transcripción del artículo anteriormente mencionado:

“ARTICULO 45.- Los actos y resoluciones de las autoridades fiscales se presumirán legales. Sin embargo, dichas autoridades deberán probar los hechos que motiven los actos o resoluciones cuando el afectado los niegue lisa y llanamente, a menos, que la negativa implique la afirmación de otro hecho.”
En efecto, del numeral transcrito se obtiene que si bien los actos y resoluciones de las autoridades fiscales gozan de la presunción de legalidad, corresponde a éstas acreditar los hechos que motiven tales actuaciones cuando el afectado por un acto o resolución los niega lisa y llanamente. De ello se sigue que la presunción de legalidad subsiste siempre y cuando el particular no niegue lisa y llanamente los hechos que motivan el acto de autoridad. 

Esto es, que las autoridades demandadas contaban con la carga de probar la existencia y legal notificación de una resolución en la que se funde y motive la causa legal por la que se le impuso una multa, es decir, acreditar con las documentales respectivas el origen del mandamiento de ejecución de fecha 13 de abril de 2018, consistente en el oficio “**********” (sic) de 02 de marzo de 2018, emitido por el Gestor Regional del Centro de Justicia Penal, en el que se sustenta dicho mandamiento impugnado.
Por lo que, las autoridades demandadas al momento de producir su contestación de demanda, respecto al tópico anterior, no realizaron manifestación alguna; sin embargo exhibieron en copia certificada el oficio ********** de 12 de enero de 2018, emitido por el Juez de Control y de Tribunal de Juicio Oral, adscrito al Centro de justicia Penal Regional, sede San Luis Potosí, S.L.P.

La documental anteriormente referida hace prueba plena de conformidad con lo dispuesto por el artículo 72, fracción I del Código Procesal Administrativo del Estado.

Por lo que, ante la exhibición de la documental anteriormente referida; esta Sala Unitaria concedió en proveído de fecha veintidós de agosto del dos mil dieciocho, el término de diez días para que la parte actora pudiera ampliar su demanda.

En  ese tenor, la parte actora esgrime en el concepto de impugnación señalado como Segundo del escrito de ampliación a la demanda, que la determinación del crédito fiscal se sustentó en un diverso oficio al que exhibe la autoridad demandada para pretender justificar la emisión del mandamiento de ejecución y requerimiento de pago que en esta vía controvierte, pues tal como se aprecia en la documental respectiva se señala que el oficio de la dependencia impositora es el número “**********” (sic); sin embargo, la enjuiciada exhibe el diverso oficio número **********, por ende el referido mandamiento de ejecución carece de sustento y prevalece la negativa lisa y llana manifestada, ya que no fue desvirtuada por la autoridad demandada, al exhibir como sustento de su actuación un oficio diferente al que alude el mandamiento de ejecución cuya nulidad reclama, y en consecuencia debe declararse su nulidad lisa y llana.

A juicio de esta Sala Unitaria, el concepto de impugnación que en este acto se analiza resulta ser fundado, pero insuficiente para provocar la nulidad de los actos impugnados, ello es así en razón de las siguientes consideraciones:

Conforme a los artículos 16 de la Constitución Federal y 46, fracción IV del Código Fiscal del Estado de San Luis Potosí, todo acto de molestia que invada la esfera jurídica de los gobernados, debe reunir los requisitos de motivación y fundamentación, los cuales se satisfacen cuando se señalan los hechos, causas y circunstancias inmediatas que se tomaron en consideración para emitirlo, así como los preceptos legales aplicables al caso, de manera que exista adecuación entre los hechos expresados y las normas que se aplicaron.

De esa guisa se puede apreciar de las constancias en autos, la autoridad demandada no atendió a la carga procesal establecida en el artículo 45 del Código Fiscal del Estado de San Luis Potosí, anteriormente transcrito, ya que como bien sostiene la actora el mandamiento de ejecución controvertido, tiene como documento determinante de multa el consistente en el oficio número 
“**********” (sic) de fecha 02 de marzo de 2018, emitido en el expediente **********, por el Gestor Regional del Centro de justicia Penal, respecto del cual la enjuiciante negó lisa y llanamente su existencia; sin embargo la autoridad al formular su contestación de demanda, momento procesal oportuno para acreditar dicho hecho afirmado en el referido mandamiento impugnado, únicamente exhibió el diverso oficio número ********** de 12 de enero de 2018; de ahí que la autoridad no prueba la existencia del oficio “**********” (sic) de fecha 02 de marzo de 2018.
Lo anterior es así, pues no obstante que la enjuiciante negó tener conocimiento de algún procedimiento o resolución en que se le impusiera una multa bajo cualquier concepto, en términos de lo dispuesto en el artículo 45 del Código Fiscal del Estado, la autoridad demandada no aportó en el presente juicio, medio probatorio alguno que desvirtuara dicha negativa.

En efecto, la actora expresamente negó conocer el contenido de la resolución determinante de multa que sirve de sustento al mandamiento de ejecución en cuestión, por lo que ante tal negativa correspondía a la demandada mediante el ofrecimiento de las constancias respectivas, demostrar la legal emisión de la referida resolución, extremo este último que no fue probado por la autoridad demandada.
Sirve de apoyo a lo anterior, por analogía, la siguiente tesis:

“NEGATIVA LISA Y LLANA.- SU MANIFESTACION TIENE COMO EFECTO REVERTIR LA CARGA DE LA PRUEBA.- Si bien es cierto que conforme a lo dispuesto en el artículo 68 del Código Fiscal de la Federación, los actos y resoluciones de las autoridades fiscales tienen en su favor la presunción legal de ser válidos, también es verdad que en el propio numeral se establece que cuando el demandante niegue lisa y llanamente los hechos que motivaron dicho acto o resolución, éstos deben ser acreditados fehacientemente por la autoridad demandada, lo que es congruente además con lo dispuesto en los artículos 81 y 82 del Código Federal de Procedimientos Civiles.”
Revisión No. 2567/87.- Resuelta en sesión de 14 de agosto de 1990, por unanimidad de 7 votos.- Magistrado Ponente: Gilberto García Camberos.- Secretario: Lic. Rolando G. Magaña H.

PRECEDENTE:

Revisión No. 161/85.- Resuelta en sesión de 16 de octubre de 1986, por mayoría de 5 votos y 1 en contra.- Magistrado Ponente: Alfonso Nava Negrete.- Secretaria: Lic. Adriana Díaz de la Cueva.”

Sin que se óbice a lo anterior, que mediante el oficio de contestación a la ampliación de demanda, la autoridad demandada hubiera exhibido el referido oficio número ********** de fecha 02 de marzo de 2018, emitido en el expediente de la causa penal identificado con el número **********, por el Gestor Regional del Centro de justicia Penal, atento al principio de preclusión consistente en que extinguida o consumada la oportunidad procesal para realizar un acto, éste ya no podrá ejecutarse; lo anterior, en virtud de que a consideración de esta Sala Unitaria el momento procesal oportuno para ello lo fue al formular su contestación de demanda, toda vez que la parte actora en su escrito de demanda negó tener conocimiento de algún procedimiento o resolución en que se le impusiera una multa bajo cualquier concepto, por lo que en términos del artículo 45 del Código Fiscal del Estado, la autoridad como ya se dijo, le asistía la carga procesal de dar a conocer a la impetrante en dicha etapa procesal el referido acto principal del que derivo los actos impugnados, para que en ejercicio del derecho a ampliar la demanda pudiera haber combatido dicho acto de autoridad, de conformidad con lo dispuesto en la fracción II del artículo 237 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, que establece el derecho de la parte actora para ampliar su demanda, contra el acto principal del que derivó la resolución impugnada, así como su notificación, cuando se den a conocer en la contestación; lo cual al no haber sucedido de esa manera, precluyó el derecho de la autoridad demandada para dar a conocer la resolución que sirvió de sustentó al mandamiento de ejecución controvertido, ya que la referida institución jurídica procesal, constituye una sanción que da seguridad e irreversibilidad al desarrollo del proceso, consistente en la pérdida, extinción o consumación de una facultad procesal, lo que contribuye a que el proceso en general, para cumplir sus fines, se tramite con la mayor celeridad posible, pues por virtud de la preclusión, las distintas etapas del procedimiento adquieren firmeza, dando sustento a las fases subsecuentes, de modo que el juicio se desarrolle ordenadamente y se establezca un límite a la posibilidad de discusión, en aras de que la controversia planteada se solucione en el menor tiempo posible, observando el principio de impartición de justicia pronta previsto en el artículo 17 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos; en consecuencia, debe desestimarse dicha documental (Oficio No. **********) ofrecida hasta el oficio de contestación a la ampliación de demanda, ya que no fue exhibida en el momento procesal oportuno. 
Sirve de apoyo a lo anterior, la Jurisprudencia 1a./J. 21/2002, cuyo rubro, contenido y datos de localización, son los siguientes:

Época: Novena Época 

Registro: 187149 

Instancia: Primera Sala 

Tipo de Tesis: Jurisprudencia 

Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta 

Tomo XV, Abril de 2002 

Materia(s): Común 

Tesis: 1a./J. 21/2002 

Página: 314 

“PRECLUSIÓN. ES UNA FIGURA JURÍDICA QUE EXTINGUE O CONSUMA LA OPORTUNIDAD PROCESAL DE REALIZAR UN ACTO. La preclusión es uno de los principios que rigen el proceso y se funda en el hecho de que las diversas etapas del proceso se desarrollan en forma sucesiva, mediante la clausura definitiva de cada una de ellas, impidiéndose el regreso a momentos procesales ya extinguidos y consumados, esto es, en virtud del principio de la preclusión, extinguida o consumada la oportunidad procesal para realizar un acto, éste ya no podrá ejecutarse nuevamente. Además doctrinariamente, la preclusión se define generalmente como la pérdida, extinción o consumación de una facultad procesal, que resulta normalmente, de tres situaciones: a) de no haber observado el orden u oportunidad dada por la ley para la realización de un acto; b) de haber cumplido una actividad incompatible con el ejercicio de otra; y c) de haber ejercitado ya una vez, válidamente, esa facultad (consumación propiamente dicha). Estas tres posibilidades significan que la mencionada institución no es, en verdad, única y distinta, sino más bien una circunstancia atinente a la misma estructura del juicio.”
Amparo directo 4398/87. Agustín González Godínez y otra. 15 de diciembre de 1987. Cinco votos. Ponente: Mariano Azuela Güitrón. Secretaria: María Estela Ferrer Mac Gregor Poisot.

Inconformidad 60/2000. Contralor General del Distrito Federal. 26 de abril de 2000. Cinco votos. Ponente: Juan N. Silva Meza. Secretario: Roberto Javier Sánchez Rosas.

Inconformidad 339/99. Fausto Rafael Pérez Rosas. 17 de mayo de 2000. Cinco votos. Ponente: Juventino V. Castro y Castro. Secretario: Roberto Javier Sánchez Rosas.

Reclamación 2/2000. Luis Ignacio Ayala Medina Mora y otra. 17 de noviembre de 2000. Unanimidad de cuatro votos. Ausente: Juventino V. Castro y Castro. Ponente: Juan N. Silva Meza. Secretario: Manuel González Díaz.

Contradicción de tesis 92/2000-PS. Entre las sustentadas por los Tribunales Colegiados Segundo, Tercero, Séptimo y Décimo Segundo, todos en Materia Civil del Primer Circuito. 19 de septiembre de 2001. Mayoría de cuatro votos. Disidente: Juventino V. Castro y Castro. Ponente: Olga Sánchez Cordero de García Villegas. Secretario: Heriberto Pérez Reyes.

Tesis de jurisprudencia 21/2002. Aprobada por la Primera Sala de este Alto Tribunal, en sesión de veinte de marzo de dos mil dos, por unanimidad de cinco votos de los señores Ministros: presidente Juan N. Silva Meza, Juventino V. Castro y Castro, Humberto Román Palacios, José de Jesús Gudiño Pelayo y Olga Sánchez Cordero de García Villegas.

Asimismo, sirve de apoyo a lo anterior, la tesis 2a. CXLVIII/2008, cuyo rubro, contenido y datos de localización, son los siguientes:

Época: Novena Época 

Registro: 168293 

Instancia: Segunda Sala 

Tipo de Tesis: Aislada 

Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta 

Tomo XXVIII, Diciembre de 2008 

Materia(s): Común 

Tesis: 2a. CXLVIII/2008 

Página: 301 

“PRECLUSIÓN. SUPUESTOS EN LOS QUE OPERA. La mencionada institución jurídica procesal, consistente en la pérdida, extinción o consumación de una facultad procesal, contribuye a que el proceso en general, para cumplir sus fines, se tramite con la mayor celeridad posible, pues por virtud de la preclusión, las distintas etapas del procedimiento adquieren firmeza, dando sustento a las fases subsecuentes, de modo que el juicio se desarrolle ordenadamente y se establezca un límite a la posibilidad de discusión, en aras de que la controversia planteada se solucione en el menor tiempo posible, observando el principio de impartición de justicia pronta previsto en el artículo 17 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos. Ahora bien, la preclusión tiene lugar cuando: a) No se haya observado el orden u oportunidad establecido en la ley, para la realización del acto respectivo; b) Se haya realizado una actividad procesal incompatible con el ejercicio de otra; y, c) La facultad relativa se haya ejercido válidamente en una ocasión. Si bien el último de los supuestos referidos corresponde a la consumación propiamente dicha, indefectiblemente en todos ellos la preclusión conlleva la clausura definitiva de cada una de las etapas del proceso, lo que implica que, por regla general, una vez extinguida la oportunidad de ejercer el derecho correspondiente o habiéndolo ejercido en una ocasión, ya no puede hacerse valer en un momento posterior. En ese sentido, la figura procesal referida permite que las resoluciones judiciales susceptibles de ser revocadas, modificadas o nulificadas a través de los recursos y medios ordinarios de defensa que establezca la ley procesal atinente, adquieran firmeza cuando se emita la decisión que resuelva el medio impugnativo o, en su caso, cuando transcurra el plazo legal sin que el recurso o medio de defensa relativo se haya hecho valer.”
Contradicción de tesis 41/2008-PL. Entre las sustentadas por los Tribunales Colegiados Cuarto en Materia Administrativa del Tercer Circuito y Segundo en Materia Civil del Sexto Circuito. 5 de noviembre de 2008. Cinco votos. Ponente: Genaro David Góngora Pimentel. Secretario: Rómulo Amadeo Figueroa Salmorán.

Nota: Esta tesis no constituye jurisprudencia, ya que no resuelve el tema de la contradicción planteada.

Sin que pase inadvertido para esta Sala Unitaria, que mediante escrito recibido en este Tribunal el 08 de agosto de 2018, el C. **********, quien se ostentó como Gestor Regional del Centro de Justicia Penal, Sala sede en San Luis Potosí, también exhibió como documental pública la consistente en el oficio número ********** de fecha 02 de marzo de 2018, emitido por el Gestor Regional del Centro de justicia Penal; sin embargo, toda vez que al no haber acreditado la personalidad como Gestor Regional del Centro de Justicia Penal, en términos del artículo 220 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, se le hizo efectivo el apercibimiento formulado en auto de veintinueve de junio de dos mil dieciocho y se le tuvo por precluído su derecho para apersonarse a juicio y por afirmado los hechos de la misma, salvo prueba en contrario; en esa razón, no puede considerarse dicha documental exhibida (Oficio No. **********) en perjuicio de la parte actora, ya que no fue exhibida por parte legitimada en el presente juicio, por lo cual no puede otorgarse valor probatorio alguno.
No obstante lo anterior, como se adelantó en párrafo precedentes, resulta insuficiente para provocar la nulidad de los actos impugnados, ya que si bien la parte actora expresamente negó conocer el origen de la multa impuesta y que mediante el mandamiento de ejecución de 13 de abril de 2018, se pretende su cobro coactivo, también cierto lo es que la propia actora en el escrito de ampliación de demanda, ofreció como prueba la documental pública consistente en las copias certificadas, incluyendo material audiovisual de audiencias, del expediente de la causa penal identificado con el número ********** y/o **********, del que deriva el mandamiento de ejecución impugnado, por lo que en proveído de quince de octubre de dos mil dieciocho, se requirió al Juez de Control y Tribunal de Juicio Oral adscrito al Centro de justicia Penal Regional en turno, para que remitiera a esta Primera Sala Unitaria las copias certificadas de la documental citada, previo pago de derechos que realizara la parte actora.

En ese sentido, mediante acta levantada el trece de diciembre de dos mil dieciocho, para la celebración de la audiencia de ley en el expediente en que se actúa, se tuvo al Gestor de la Primera Región Judicial del Estado, adscrito al Centro de Justicia Penal Regional, Sala Sede en San Luis Potosí, remitiendo a este Tribunal de manera digital en un disco compacto, las copias certificadas y material audio visual que se le solicitó, en cumplimiento al requerimiento formulado en auto de quince de octubre de dos mil dieciocho, por lo que se dio cuenta del contenido de dicho disco óptico, reproduciéndose el video de la audiencia de fecha once de enero de dos mil dieciocho, y se hizo constar lo siguiente: 
“…que dicha audiencia comenzó a las nueve horas con siete minutos, que fue ofrecida por el Juez de Control Licenciado ********** que dicha audiencia era para la revisión de la suspensión condicional de la causa penal **********, que a dicha audiencia acudieron: el asesor jurídico y la víctima, que no se encontraba el imputado ni si defensor, ni el agente del ministerio público, parte actora en este juicio, que a las nueve horas con doce minutos el Juez de Control hace efectivo el apercibimiento e impone la multa correspondiente y concluye la audiencia a las nueve horas con diecisiete minutos.”

(Énfasis añadido)

De donde se sigue, que en la referida audiencia celebrada el once de enero de dos mil dieciocho, del expediente de la causa penal identificado con el número **********, no acudió la agente del ministerio público, parte actora en el presente juicio, por lo que el Juez de Control Licenciado **********, impuso la multa correspondiente.

Así también, de las referidas constancias judiciales se advierte la consistente en el oficio número ********** de 02 de marzo de 2018, emitido por Gestor Regional del Centro de Justicia Penal Regional, Sala Sede San Luis Potosí, San Luis Potosí, al que alude el mandamiento de ejecución de 13 de abril de 2018; del tenor siguiente:

De la reproducción anterior, en lo que interesa, se desprende que el referido Gestor Regional del Centro de Justicia Penal Regional, en atención al requerimiento formulado en el diverso oficio número **********, informó al Encargado de la Subdirección de Control Tributario, el contenido del auto de 27 de febrero de 2018, emitido en la causa penal número **********, y en el que se precisó la información necesaria para llevar a cabo la ejecución de cobro de la multa impuesta a la C. **********, hoy actora, como son: el oficio, número de oficio, nombre, domicilio, localidad, importe de la multa, importe de la reparación del daño, expediente o proceso, con relación al oficio ********** de 12 de enero de 2018.
Aunado a lo anterior, consta en las referidas actuaciones judiciales el proveído de 27 de febrero de 2018, suscrito por el C. Licenciado **********Juez de Control y de Tribunal de Juicio Oral, adscrito al Centro de justicia Penal Regional, Sala Sede San Luis Potosí, S.L.P., así como la razón actuarial de fecha 28 de febrero de 2018, levantada por la C. **********, notificadora judicial comisionada a la Primera Región en el Estado, mediante la cual da fe de la notificación por lista a las partes, del referido auto de fecha 27 de febrero de 2018; documentales del tenor siguiente:
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De cuyo contenido se desprende que el día 28 de febrero de 2018, fue notificado por lista a las partes en dicha causa penal el auto de 27 de febrero de 2018, y en el que se precisó la información necesaria para llevar a cabo la ejecución de cobro de la multa impuesta a la C. **********, hoy actora.

De igual manera, de las referidas constancias judiciales se advierte el oficio número ********** de 12 de enero de 2018, suscrito por el C. Licenciado ********** Juez de Control y de Tribunal de Juicio Oral, adscrito al Centro de justicia Penal Regional, Sede San Luis Potosí, S.L.P., mediante el cual solicitó a la Secretaría de Finanzas del Gobierno del Estado de San Luis Potosí, realizara el cobro de la multa impuesta, entre otra, a la agente de ministerio público la C. **********, hoy actora, consistente en una multa por “20 veinte días de salario mínimo o ahora Unidades de Medida de Actualización”, por su inasistencia a la audiencia de “REVISIÓN DE SUSPENSIÓN CONDICIONAL” anteriormente citada; documental del tenor siguiente:
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Documentales públicas que al constituir actuaciones judiciales, hacen prueba plena de conformidad con lo dispuesto en el artículo 72, fracción I del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, en relación con los diversos 323, fracción VIII, 388, 391 y 402 del Código de Procedimientos Civiles para el Estado de San Luis Potosí, de aplicación supletoria, en términos del artículo 217 del ordenamiento citado en primer orden, sin que la actora se hubiese manifestado inconforme de su contenido.
En ese tenor a consideración de esta Primera Sala Unitaria, contrario a lo argüido por la demandante, de las pruebas ofrecida por la propia actora se colige la existencia y origen de la imposición de la multa respecto de la que se ordenó su cobro coactivo mediante el mandamiento de ejecución de 13 de abril de 2018, pues si bien es cierto que no obra constancia de notificación a la parte actora del oficio número ********** de 02 de marzo de 2018, al que hace alusión el referido acto de cobro, no menos es verdad que el auto de 27 de febrero de 2018, respecto del cual se informó de su contenido en dicho oficio a la Secretaría de Finanzas del Gobierno del Estado, y en el que se precisó la información necesaria para llevar a cabo la ejecución de cobro de la multa impuesta a la C. **********, hoy actora, fue notificado por lista a las partes de la causa penal número **********, por ende la ahora parte actora tuvo conocimiento del mismo; lo cual resulta suficiente para tal efecto, ya que el referido oficio **********, únicamente reproduce el contenido del proveído de 27 de febrero de 2018 de trato, además de que dicho oficio sólo constituye una comunicación interna entre autoridades, por lo que no existe obligación por parte de la autoridad de notificar el mismo a la hoy impetrante, pues no existe precepto que así lo disponga; de ahí que no pueda prevalecer la negativa lisa y llana hecha valer por la actora en su demanda, en cuanto al desconocimiento “…de algún procedimiento para multarme y de alguna resolución en que se me imponga una multa bajo cualquier concepto”, ya que con las documentales públicas antes analizadas, es concluyente que tuvo conocimiento de la existencia y origen de la multa impuesta, y respecto de la que se pretende hacer efectivo su cobro mediante el mandamiento de ejecución de mérito, por ende, quedó desvirtuada la negativa lisa y llana hecha valer por la actora en la demanda, en cuanto a que manifestó desconocer el origen de la multa en cuestión, por inasistencia a la audiencia celebrada el once de enero de dos mil dieciocho en la causa penal **********.

SÉPTIMO.- Por ser la competencia de orden público y de estudio preferente, se procede al análisis de la parte relativa de los conceptos de impugnación Segundo del escrito de demanda y su correlativo Primero de la ampliación a la demanda, en los que la parte actora aduce la ilegalidad del mandamiento de ejecución de 13 de abril de 2018, emitido en el expediente **********, por la Dirección de Recaudación y Política Fiscal de la Dirección General de Ingresos, de la Secretaría de Finanzas de Gobierno del Estado de San Luis Potosí.

Señala la impetrante, que en el referido mandamiento de ejecución la autoridad no funda y motiva adecuadamente su competencia, habida cuenta que la multa cuyo cobro se pretende fue impuesta por el Gestor Regional del Centro de Justicia Penal, es decir, una autoridad del Poder Judicial del Estado el cual es un Poder autónomo, por lo que debía justificar de manera fundada y motivada el despacho del referido mandamiento de un poder diverso a aquel al que pertenece la Dirección de Recaudación y Política Fiscal, esto es, una autoridad perteneciente a la administración pública centralizada del Poder Ejecutivo del Estado, ya que en todo caso, nos encontramos en un supuesto de colaboración entre Poderes del Estado.
Continúa manifestado la demandante, que la autoridad no fundó y motivó su competencia material, pues no permite advertir la causa o justificación que facultó a una autoridad como la Secretaría de Finanzas de Gobierno del Estado, ejecutar el cobro de una multa, que corresponde a un aprovechamiento y no a una contribución según se obtiene del artículo 7°, fracciones I y III del Código Fiscal del Estado, determinado por una autoridad de un diverso poder público.

Sostiene la actora, que no existe disposición alguna de rango constitucional, legal o reglamentario, que faculte a la Secretaría de Finanzas del Gobierno del Estado, y en particular a la Dirección de Recaudación y Política Fiscal, como dependencia del Poder Ejecutivo del Estado a cobrar las multas impuestas por autoridades pertenecientes a otro poder público, en el caso particular el Poder Judicial del Estado, y en el supuesto de que exista la norma facultativa no fue citada por la autoridad demandada.
A juicio de esta Sala Unitaria, los conceptos de impugnación que en este acto se analizan resultan ser sustancialmente fundados y suficientes, para decretar la nulidad de los actos que se combaten, toda vez que tal y como lo hace valer la actora la competencia de la autoridad emisora del mandamiento de ejecución de 13 de abril de 2018, no se funda adecuadamente, pues no permite advertir de manera precisa el precepto competencial que facultó a la Secretaría de Finanzas de Gobierno del Estado, ejecutar el cobro de la referida multa, puesto que en tratándose de la competencia de la autoridad, esta debe ser clara y específica, con la finalidad de cumplir con la garantía de fundamentación establecida en el artículo 16 de la Constitución Federal, esto es, resulta necesario que la autoridad demandada haya precisado en forma exhaustiva su competencia citando al efecto, el apartado, artículo, párrafo, fracción, inciso o subinciso, y en su caso de que no los contenga, si se trata de una norma compleja, habrá de transcribir la parte correspondiente; sirviendo de apoyo el siguiente criterio jurisprudencial: 

“COMPETENCIA DE LAS AUTORIDADES ADMINISTRATIVAS. EL MANDAMIENTO ESCRITO QUE CONTIENE EL ACTO DE MOLESTIA A PARTICULARES DEBE FUNDARSE EN EL PRECEPTO LEGAL QUE LES OTORGUE LA ATRIBUCIÓN EJERCIDA, CITANDO EL APARTADO, FRACCIÓN, INCISO O SUBINCISO, Y EN CASO DE QUE NO LOS CONTENGA, SI SE TRATA DE UNA NORMA COMPLEJA, HABRÁ DE TRANSCRIBIRSE LA PARTE CORRESPONDIENTE. De lo dispuesto en la tesis de jurisprudencia P./J. 10/94 del Tribunal en Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, publicada en la Gaceta del Semanario Judicial de la Federación Número 77, mayo de 1994, página 12, con el rubro: "COMPETENCIA. SU FUNDAMENTACIÓN ES REQUISITO ESENCIAL DEL ACTO DE AUTORIDAD.", así como de las consideraciones en las cuales se sustentó dicho criterio, se advierte que la garantía de fundamentación consagrada en el artículo 16 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, lleva implícita la idea de exactitud y precisión en la cita de las normas legales que facultan a la autoridad administrativa para emitir el acto de molestia de que se trate, al atender al valor jurídicamente protegido por la exigencia constitucional, que es la posibilidad de otorgar certeza y seguridad jurídica al particular frente a los actos de las autoridades que afecten o lesionen su interés jurídico y, por tanto, asegurar la prerrogativa de su defensa ante un acto que no cumpla con los requisitos legales necesarios. En congruencia con lo anterior, se concluye que es un requisito esencial y una obligación de la autoridad fundar en el acto de molestia su competencia, pues sólo puede hacer lo que la ley le permite, de ahí que la validez del acto dependerá de que haya sido realizado por la autoridad facultada legalmente para ello dentro de su respectivo ámbito de competencia, regido específicamente por una o varias normas que lo autoricen; por tanto, para considerar que se cumple con la garantía de fundamentación establecida en el artículo 16 de la Constitución Federal, es necesario que la autoridad precise exhaustivamente su competencia por razón de materia, grado o territorio, con base en la ley, reglamento, decreto o acuerdo que le otorgue la atribución ejercida, citando en su caso el apartado, fracción, inciso o subinciso; sin embargo, en caso de que el ordenamiento legal no los contenga, si se trata de una norma compleja, habrá de transcribirse la parte correspondiente, con la única finalidad de especificar con claridad, certeza y precisión las facultades que le corresponden, pues considerar lo contrario significaría que el gobernado tiene la carga de averiguar en el cúmulo de normas legales que señale la autoridad en el documento que contiene el acto de molestia, si tiene competencia por grado, materia y territorio para actuar en la forma en que lo hace, dejándolo en estado de indefensión, pues ignoraría cuál de todas las normas legales que integran el texto normativo es la específicamente aplicable a la actuación del órgano del que emana, por razón de materia, grado y territorio.”

En el expediente del presente juicio obra el mandamiento de ejecución de 13 de abril de 2018, emitido por el Director de Recaudación y Política Fiscal de la Dirección General de Ingresos, de la Secretaría de Finanzas de Gobierno del Estado de San Luis Potosí, quien para fundar su competencia citó como fundamentos, entre otros, los artículos 79, 80, 82, 89 y 90 del Código Fiscal del Estado de San Luis Potosí; 33, fracciones V, VII, XI y XII de la Ley Orgánica de la Administración Pública del Estado de San Luis Potosí del 22 de octubre de 1997, publicada en el Periódico Oficial del Estado de San Luis Potosí el 24 de octubre de 1997; 13, 47, fracción I, inciso f), 78 y 82 del Código Fiscal del Estado de San Luis Potosí; 3, fracción II, inciso a) y último párrafo, 15, fracción XV y XXVII del Reglamento Interior de la Secretaría de Finanzas de Gobierno del Estado de San Luis Potosí, publicado en el Periódico Oficial del Estado el 07 de mayo de 2005, modificado mediante publicaciones en el mismo Órgano de Difusión Oficial en fechas 17 de junio de 2006, 16 de julio de 2011, 19 de enero de 2016 y 25 de mayo de 2016; los cuales establecen lo siguiente:

 LEY ORGANICA DE LA ADMINISTRACION PÚBLICA DEL ESTADO DE SAN LUIS POTOSI
“ARTICULO 33. A la Secretaría de Finanzas corresponde el despacho de los siguientes asuntos:
…

V. Recaudar los impuestos, derechos, contribuciones de mejoras, productos y aprovechamientos que correspondan al Estado; administrar las participaciones federales en los términos de los convenios celebrados, así como vigilar y asegurar el cumplimiento de las disposiciones fiscales;

…
VII. Ejercer las atribuciones derivadas de los convenios fiscales que celebre el Gobierno del Estado con la Secretaría de Hacienda y Crédito Público del Gobierno Federal, con los Gobiernos Municipales y con los organismos públicos y privados;

…
XI. Ejercer la facultad económico-coactiva, conforme a las leyes de la materia;

…

XII. Vigilar el cumplimiento de las disposiciones legales y administrativas de carácter fiscal y demás de su ramo, vigentes en el Estado;

(…)”
REGLAMENTO INTERIOR DE LA SECRETARÍA DE FINANZAS
“Artículo 3°. Para el despacho de los asuntos de su competencia, la Secretaría de Finanzas contará con las siguientes unidades administrativas:

…
II. La Dirección General de Ingresos de la que, a su vez dependen directamente la:

a) Dirección de Recaudación y Política Fiscal;

…

La Secretaría ejercerá sus atribuciones por conducto de su Titular y sus unidades administrativas en todo el territorio del Estado Libre y Soberano de San Luis Potosí.”

“Artículo 15. La Dirección de Recaudación y Política Fiscal atenderá el despacho de los siguientes asuntos:

…

XV. Ordenar, en la esfera de su competencia, la determinación, notificación y requerimiento de pago de créditos fiscales;

…

XXVII. Aplicar el procedimiento administrativo de ejecución que establece el Código Fiscal del Estado cuando sean contribuciones estatales y el Código Fiscal de la Federación cuando se trate de contribuciones federales administradas por el Estado y supervisar cada una de sus etapas;

(…)”
CODIGO FISCAL DEL ESTADO DE SAN LUIS POTOSI

“ARTICULO 79.- Las autoridades fiscales exigirán el pago de los créditos fiscales que no hubieren sido cubiertos o garantizados dentro de los plazos señalados por la ley, mediante el procedimiento administrativo de ejecución.”

“ARTICULO 80.- También se ejercitará el procedimiento de ejecución, de acuerdo con las disposiciones de este Capítulo, para hacer efectivos:

I. La responsabilidad civil en que incurran los encargados de administrar los fondos públicos del Estado;

II. Las fianzas constituidas por disposición de la ley o por acuerdo de las autoridades judiciales o administrativas, cuando sean exigibles y cuyo cobro ordene la autoridad competente;

III. Las sanciones pecuniarias, en favor del erario estatal o municipal, impuestas por las autoridades judiciales o administrativas;

(REFORMADA, P.O. 22 DE ABRIL DE 2008)

IV. Los adeudos derivados de concesiones o contratos celebrados con el Gobierno del Estado, salvo pacto expreso en contrario;

(REFORMADA, P.O. 31 DE DICIEMBRE DE 2017)

V. Los cheques entregados en pago de prestaciones fiscales que no hayan sido pagados por la institución de crédito contra la cual fueron librados;

(REFORMADA, P.O. 31 DE DICIEMBRE DE 2017)

VI. Las sanciones pecuniarias, resarcitorias, e indemnizaciones que imponga la Auditoria Superior del Estado, y

(ADICIONADA, P.O. 31 DE DICIEMBRE DE 2017)

VII. Las sanciones por convenio con autoridades administrativas.

“ARTICULO 82.- Cuando sea necesario emplear el procedimiento administrativo de ejecución para hacer efectivo un crédito fiscal, las personas físicas y las morales estarán obligadas a pagar el dos por ciento del crédito fiscal por concepto de gastos de ejecución, por cada una de las diligencias que a continuación se indican, independientemente de la naturaleza del crédito exigido o del acto que haya motivado el inicio del procedimiento: 

I. Por la de requerimiento de pago; 

II. Por la de embargo, y 

III. Por la de remate, enajenación fuera de remate o adjudicación al fisco. 

En ningún caso los gastos de ejecución, por cada una de las diligencias a que se refiere este artículo, excluyendo las erogaciones extraordinarias, serán menores al equivalente a tres salarios mínimos diarios generales de la zona; ni podrán exceder del equivalente a quinientos días de salario mínimo general diario de la zona. Asimismo, se pagarán por concepto de gastos de ejecución, los extraordinarios en que se incurra con motivo del procedimiento administrativo de ejecución, incluyendo los que en su caso deriven del embargo, que únicamente comprenderán los de transporte de los bienes embargados, de avalúos, de impresión y publicación de convocatorias y edictos, de investigaciones, de inscripciones o cancelaciones en el Registro Público que corresponda, los erogados por la obtención del certificado de liberación de gravámenes, los honorarios de los depositarios y de los peritos, así como los honorarios de las personas que contraten los interventores, salvo cuando dichas personas renuncien expresamente al cobro de tales honorarios. 

Los gastos de ejecución se determinarán por la autoridad ejecutora, debiendo pagarse junto con los demás créditos fiscales, salvo que se interponga el recurso de revocación.
Cuando las autoridades fiscales ordenen la práctica de un avalúo y, éste resulte superior o inferior en más de un diez por ciento del valor declarado por el contribuyente, éste deberá cubrir el costo de dicho avalúo.”
“ARTICULO 89.- Las autoridades fiscales, para hacer efectivo un crédito fiscal exigible y el importe de sus accesorios legales, procederán como sigue: 

I. Emitirán simultáneamente el requerimiento de pago y el mandamiento de ejecución, designando al ejecutor comisionado;
II. El ejecutor se apersonará en el domicilio del deudor señalado para el requerimiento y solicitarán su presencia o la de su representante legal. De no encontrar a ninguno, dejarán citatorio para hora fija del día hábil siguiente; 

III. A la fecha y hora del citatorio, acudirán nuevamente al domicilio del deudor y requerirán la presencia de éste o de su representante y llevarán a cabo la diligencia de requerimiento de pago con quien se encuentre presente; 

IV. Si la exigibilidad se origina por revocación de la autorización para pago diferido o en parcialidades, o por error aritmético en las declaraciones, el deudor podrá efectuar el pago dentro de los seis días hábiles siguientes a la fecha en que surta sus efectos la notificación del requerimiento, y 

V. Si la persona con quien se entienda la diligencia se niega a hacer el pago, procederán a embargar bienes suficientes para, en su caso, rematarlos, enajenarlos en subasta o adjudicarlos en favor del fisco. En su caso, procederán a embargar negociaciones con todo lo que de hecho y por derecho les corresponda, a fin de obtener, mediante la intervención de ellas, los ingresos necesarios que permitan satisfacer el crédito fiscal y los accesorios legales.” 

“ARTICULO 90.- De la diligencia de embargo deberá levantarse acta circunstanciada en presencia de dos testigos nombrados por la persona con quien se entienda aquella, o, en su defecto, por el ejecutor. Si no fuera posible hacer la designación de testigos, el ejecutor hará constar esta circunstancia y continuará con la diligencia sin que ello afecte su validez. 

Si la notificación del crédito fiscal adeudado o del requerimiento, en su caso, se hizo por edictos, la diligencia se entenderá con la autoridad municipal o local de circunscripción de los bienes, salvo que en el momento de iniciarse la diligencia compareciere el deudor, en cuyo caso se entenderá con éste.”
Sin embargo, de los fundamentos legales transcritos, se desprenden solamente las siguientes consideraciones: 

1.-  Que le corresponde a la Secretaría de Finanzas, el despacho de diversos asuntos, entre los que se encuentran la de recaudar los impuestos, derechos, contribuciones de mejoras, productos y aprovechamientos que correspondan al Estado, así como vigilar y asegurar el cumplimiento de las disposiciones fiscales; asimismo ejercer la facultad económico-coactiva, conforme a las leyes de la materia;
2.- Que dicha Secretaría de Finanzas, contará para el despacho de los asuntos de su competencia con diversas unidades administrativas, entre las que se encuentran la Dirección General de Ingresos, de la que dependerá directamente la Dirección de Recaudación y Política Fiscal; asimismo ejercerá sus atribuciones por conducto de su titular y sus unidades administrativas en todo el territorio del Estado Libre y Soberano de San Luis Potosí;
3.- Señala las funciones de la Dirección de Recaudación y Política Fiscal, entre las que se encuentran, la de ordenar, en la esfera de su competencia, la determinación, notificación y requerimiento de pago de créditos fiscales; y aplicar el procedimiento administrativo de ejecución que establece el Código Fiscal del Estado cuando sean contribuciones estatales y el Código Fiscal de la Federación cuando se trate de contribuciones federales administradas por el Estado y supervisar cada una de sus etapas; y
4.- Por último, se precisa que las autoridades fiscales exigirán el pago de los créditos fiscales que no hubieren sido cubiertos o garantizados dentro de los plazos señalados por la ley, mediante el procedimiento de ejecución; asimismo que se ejercitará el procedimiento de ejecución, para hacer efectivos los diversos actos precisados en las seis fracciones que conforman el artículo 80 del Código Fiscal del Estado. 

Conforme a las anteriores consideraciones, resulta insuficiente la fundamentación de la competencia de la autoridad demandada, toda vez que si bien es cierto de los fundamentos invocados, se desprende la existencia y competencia territorial del Director de Recaudación y Política Fiscal de la Dirección General de Ingresos, de la Secretaría de Finanzas de Gobierno del Estado de San Luis Potosí, al citar como fundamento el artículo 3, fracción II, inciso a) y último párrafo, del Reglamento Interior de la Secretaría de Finanzas de Gobierno del Estado de San Luis Potosí; también cierto lo es, que de ninguno de los fundamentos invocados, se desprende de manera precisa la competencia material de la autoridad emisora del mandamiento de ejecución impugnado.
Lo anterior es así, pues suponiendo sin conceder que con el señalamiento de la fracción XXVII del artículo 15 del Reglamento Interior invocado se hubiera pretendido dar cumplimiento a la obligación para fundar su competencia material, cabe precisar que la misma dispone la facultad para aplicar el procedimiento administrativo de ejecución en términos de lo dispuesto en el Código Fiscal del Estado, únicamente cuando se trate de contribuciones estatales o contribuciones federales administradas por el Estado; por lo que como bien aduce la actora, la multa impuesta por la diversa autoridad judicial, no constituye una contribución de conformidad con lo que disponen las fracciones I y III del artículo 7°, del referido código tributario estatal, que establece:

“ARTICULO 7º.- Para efectos de las disposiciones fiscales estatales se entiende por: 

I. Contribuciones: los impuestos, los derechos y las contribuciones de mejoras. Se causan cuando se realiza el hecho o acto jurídico previsto en la ley respectiva, naciendo así la obligación fiscal, y para tal efecto se entenderá por: 

a). Impuestos: las contribuciones establecidas en ley que deben pagar las personas físicas y morales que se encuentran en la situación jurídica o de hecho prevista por la misma, que se destinen a cubrir los gastos públicos y que sean distintas a las señaladas en los incisos b) y c) de esta fracción y de la fracciones II y III de este artículo; 

b). Derechos: las contribuciones establecidas en la ley, por el uso o aprovechamiento de bienes del dominio público del Estado o municipios, así como por los servicios que prestan éstos, en sus funciones de derecho público, y 

c) Contribuciones de Mejoras: las prestaciones legalmente obligatorias impuestas a quienes de manera especial se benefician con una obra, servicio público o con el ejercicio de determinada actividad particular, con gastos para el Estado o los municipios; por consiguiente estarán en relación con el monto del beneficio obtenido y el costo de la obra o servicio;

…

III. Aprovechamientos: los demás ingresos que no queden clasificados en los conceptos anteriores, que obtenga el Estado o los municipios en ejercicio de funciones de derecho público, distintos de los impuestos, los derechos, las contribuciones de mejoras y los accesorios de éstos.”
Del precepto transcrito, se desprende que constituyen una contribución, los impuestos, los derechos y las contribuciones de mejoras, de cuya definición precisada en los inciso a), b) y c) del precepto citado, no se desprende se ubiquen las multas que como medida de apremio impone una autoridad judicial, como en la especie, pues las primeras (impuestos, derechos y contribuciones de mejoras), respectivamente, consisten en las contribuciones establecidas en la ley que deben pagar las personas físicas y morales que se encuentran en la situación jurídica o de hecho previstas en las mismas, naciendo así la obligación fiscal, y que se destinen a cubrir el gasto público; así como por el uso o aprovechamiento de bienes del dominio público del Estado o municipio, así como por los servicios que prestan éstos, en sus funciones de derecho público; y las prestaciones legalmente obligatorias impuestas a quienes de manera especial se benefician con una obra, servicio público o con el ejercicio de determinada actividad particular, con gastos para el Estado o los municipio.
Aunado a lo anterior, en virtud de que la multa como medida de apremio respecto de la cual se pretende su pago a través de los actos del procedimiento administrativo de ejecución impugnados, fue impuesta por el C. Licenciado **********, Juez de Control y de Tribunal de juicio Oral, adscrito al Centro de Justicia Penal Regional, Sala Sede San Luis Potosí, S.L.P., en términos del artículo 104, fracción II, inciso b) del Código Nacional de Procedimientos Penales, se traduce en un ingreso que obtiene el Estado de San Luis Potosí en ejercicio de funciones de derecho público, que no queda clasificado en los conceptos señalados en las fracciones I y II del artículo 7° del Código Fiscal del Estado de San Luis Potosí, pues constituye una multa no fiscal; luego entonces su naturaleza corresponde a un aprovechamiento en términos de la fracción III de éste último precepto legal, lo cual se robustece con lo dispuesto en el artículo 122 de la Ley de Hacienda para el Estado de San Luis Potosí, del tenor siguiente:

“ARTICULO 122. Son aprovechamientos los ingresos que obtiene el Estado en funciones de entidad de derecho público, excepto las contribuciones y sus accesorios. Quedan comprendidos dentro de esta clasificación: 

I. Las multas no fiscales;

(…)”
Asimismo, suponiendo sin conceder que con el señalamiento de la fracción XV del artículo 15 del Reglamento Interior de la Secretaría de Finanzas antes transcrito, se hubiera pretendido dar cumplimiento a la obligación para fundar la competencia de la autoridad emisora del mandamiento de ejecución de mérito, es preciso señalar que si bien dicha fracción dispone la facultad expresa para la Dirección de Recaudación y Política Fiscal, para ordenar, en la esfera de su competencia, la determinación, notificación y requerimiento de pago de créditos fiscales, también cierto lo es que no establece la esfera competencial a que alude, por ende, es preciso remitirnos a un diverso precepto para complementar dicha facultad legal, tal como lo es en el caso particular, el artículo 80 del Código Fiscal del Estado de San Luis Potosí, de donde se colige que las autoridades fiscales -como lo es la referida Dirección de Recaudación y Política Fiscal-,  ejercerán el procedimiento de ejecución bajo ciertos supuestos, diversos al pago de los créditos de naturaleza puramente fiscal aludidos en el artículo 79 del referido código tributario estatal, y que si bien fue citado en el acto de ejecución en cuestión, dicho precepto (artículo 80) al componerse de diversas fracciones en las que se determina en cada una de ellas diversos supuestos jurídicos en los cuales las autoridades fiscales podrán ejercitar el procedimiento administrativo de ejecución, de conformidad con las disposiciones del Capítulo II -DEL PROCEDIMIENTO ADMINISTRATIVO DE EJECUCIÓN- del Título Cuarto del Código en mención, se debió precisar de manera exacta, a cuál de ellas se hacía referencia, toda vez que el precepto de mérito, se reitera, contempla seis supuestos a saber: 
“I. La responsabilidad civil en que incurran los encargados de administrar los fondos públicos del Estado;

II. Las fianzas constituidas por disposición de la ley o por acuerdo de las autoridades judiciales o administrativas, cuando sean exigibles y cuyo cobro ordene la autoridad competente;

III. Las sanciones pecuniarias, en favor del erario estatal o municipal, impuestas por las autoridades judiciales o administrativas;

(REFORMADA, P.O. 22 DE ABRIL DE 2008)

IV. Los adeudos derivados de concesiones o contratos celebrados con el Gobierno del Estado, salvo pacto expreso en contrario;

(REFORMADA, P.O. 31 DE DICIEMBRE DE 2017)

V. Los cheques entregados en pago de prestaciones fiscales que no hayan sido pagados por la institución de crédito contra la cual fueron librados;

(REFORMADA, P.O. 31 DE DICIEMBRE DE 2017)

VI. Las sanciones pecuniarias, resarcitorias, e indemnizaciones que imponga la Auditoria Superior del Estado, y

(ADICIONADA, P.O. 31 DE DICIEMBRE DE 2017)

VII. Las sanciones por convenio con autoridades administrativas.”
(Énfasis añadido)

Conforme al anterior análisis, se tiene entonces que como lo aduce la actora, la autoridad emisora del mandamiento de ejecución, fue omisa en señalar de manera precisa el fundamento legal que establece la facultad del Director de Recaudación y Política Fiscal de la Dirección General de Ingresos, de la Secretaría de Finanzas de Gobierno del Estado de San Luis Potosí, para requerir el pago de la multa que como medida de apremio le impuso una autoridad judicial a la hoy impetrante, ya que como se precisó en párrafos precedentes, si bien se citaron como fundamentos de tal atribución, entre otros, los artículos 15, fracción XV del Reglamento Interior de la Secretaría de Finanzas y 80 del Código Fiscal del Estado de San Luis Potosí, empero respecto de éste último no se precisó la fracción correspondiente a la facultad de la referida autoridad para la emisión del mandamiento de ejecución de 13 de abril de 2018, al efecto de hacer efectivo el cobro de la multa a que se hace referencia en el oficio número ********** de 02 de marzo de 2018, en relación con el diverso ********** de 12 de enero de 2018.
Solamente así, se acreditaría fehacientemente que la Dirección de Recaudación y Política Fiscal de la Dirección General de Ingresos, de la Secretaría de Finanzas de Gobierno del Estado de San Luis Potosí, que es la autoridad que se atribuye la emisión del mandamiento de ejecución de 13 de abril de 2018, estaría en condiciones de ejercer el referido procedimiento administrativo de ejecución para requerir de pago de la multa impuesta por la diversa autoridad judicial; de ahí la necesidad de que fuera plasmado en el referido mandamiento de ejecución materia de esta controversia, el fundamento legal en forma específica, para que el particular, se imponga de que efectivamente, la autoridad que emite el acto de molestia, en este caso el referido procedimiento de ejecución, está facultada para hacerlo, es decir, para hacer efectivo las sanciones pecuniarias, en favor del erario estatal o municipal, impuestas por las autoridades judiciales o administrativas.
Por lo tanto, aunque se señaló en el mandamiento de ejecución en disenso los diversos artículos analizados previamente, entre ellos, la fracción XV del artículo 15 del Reglamento Interior de la Secretaría de Finanzas, en relación con el diverso 80 del Código Fiscal del Estado de San Luis Potosí, ello resulta insuficiente para tener por colmada la irrenunciable obligación de la autoridad de fundar su competencia, para estar en aptitud legal para aceptar y atender dicha facultad, en virtud de que el precepto citado en último término contempla diversas hipótesis por las cuales las autoridades fiscales ejercerán el procedimiento de ejecución, en esa razón, se debió precisar con base en cuál de dichos supuestos se desplego la atribución ejercida, ya que como lo ha determinado la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación en la tesis de Jurisprudencia citada en párrafos precedentes, es necesario que la autoridad, entre otras, precise exhaustivamente su competencia por razón de materia, con base en la ley, reglamento, decreto o acuerdo que le otorgue la atribución ejercida, citando en su caso el apartado, fracción, inciso o subinciso; lo cual no sucedió en la especie.

En esas condiciones, es de considerarse que el mandamiento de ejecución de 13 de abril de 2018,  no se encuentra debidamente fundada la competencia del Director de Recaudación y Política Fiscal de la Dirección General de Ingresos, de la Secretaría de Finanzas de Gobierno del Estado para emitirlo, al no señalarse con precisión en el mismo, el artículo, fracción, inciso o apartado que le otorga la facultad para adoptar la competencia conferida en perjuicio de la actora, ya que violenta la garantía de seguridad jurídica contemplada en el artículo 16 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos. 

Además, de no ser acorde con lo dispuesto por el artículo 46, fracción IV del Código Fiscal del Estado, que estipula que todos los actos de la autoridad que deban de ser notificados a los contribuyentes, deben de reunir diversos requisitos, entre los que se encuentra la fundamentación y motivación del mismo, disposición legal que se transcribe: 

“ARTICULO 46.- Los actos de las autoridades que deban notificarse a los particulares, deberán observar las siguientes reglas: 

I. Constar por escrito; 

II. Indicar la persona a la que va dirigido o en su defecto, los datos que permitan su identificación; 

III. Señalar la autoridad que lo emite; 

IV. Estar fundado y motivado; 

V. Expresar su objeto o propósito en forma clara y concreta, y 

VI. Ostentar el nombre y la firma del funcionario que lo emite.”

En ese sentido, se tiene que todo acto de autoridad, incluyendo el mandamiento de ejecución al ser notificados a los contribuyentes, deberán de estar debidamente fundados y motivados, debiendo contemplar de manera indubitable la competencia para llevar a cabo el acto de autoridad, por lo que en esas circunstancias, esta Primera Sala Unitaria resuelve decretar la ilegalidad e Invalidez, del acto impugnado, consistente en el Mandamiento de Ejecución de 13 de abril de 2018, emitido el Director de Recaudación y Política Fiscal de la Dirección General de Ingresos de la Secretaría de Finanzas de Gobierno del Estado de San Luis Potosí, puesto que como ha quedado demostrado en el presente juicio, el referido mandamiento de ejecución, fue emitido sin la debida fundamentación exigida por el artículo 46, fracción IV del Código Fiscal del Estado, respecto de la facultad para ejercer el acto de autoridad, por lo que se actualiza la causal de ilegalidad prevista en la fracción II del artículo 250, del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, en el cual se establece textualmente lo siguiente:

“ARTÍCULO 250. Se declarará que un acto administrativo es ilegal cuando se demuestre alguna de las siguientes causales: 

…

II. Omisión de los requisitos formales exigidos por las leyes que afecten las defensas del particular y trasciendan al sentido de la resolución impugnada, inclusive la ausencia de fundamentación o motivación, en su caso;

(…)”
Al ser dicho mandamiento de ejecución un acto viciado, éste no puede surtir efectos, puesto que como ha quedado demostrado en el presente juicio, fue emitido sin la debida fundamentación exigida por el 16 Constitucional, en relación con el artículo 46, fracción IV del Código Fiscal del Estado, respecto de la facultad para ejercer el acto de autoridad.

En ese orden de ideas, resultan procedentes los conceptos de impugnación vertidos en contra tanto del mandamiento de ejecución de 13 de abril de 2018, así como del Acta de Requerimiento de Pago y de Embargo diligenciadas en la misma fecha, ya que el acto que le dio origen a esta última, consistente en el referido mandamiento de ejecución, se encuentra viciado de ilegalidad, lo que trae como consecuencia que todas las actuaciones derivadas de él sean tachadas de ilegales. 

Sirve de apoyo a lo anterior el criterio Jurisprudencial cuyo tenor literal es el siguiente:

“ACTOS VICIADOS, FRUTOS DE. Si un acto o diligencia de la autoridad está viciado y resulta inconstitucional, todos los actos derivados de él, o que se apoyen en él, o que en alguna forma estén condicionados por él, resultan también inconstitucionales por su origen, y los tribunales no deben darles valor legal, ya que de hacerlo, por una parte alentarían prácticas viciosas, cuyos frutos serían aprovechables por quienes las realizan y, por otra parte, los tribunales se harían en alguna forma partícipes de tal conducta irregular, al otorgar a tales actos valor legal.

La presente resolución no prejuzga respecto a la competencia de la Dirección de Recaudación y Política Fiscal, sólo resuelve sobre la litis planteada por la actora, esto es, la falta de fundamentación de dicho extremo en el multireferido mandamiento de ejecución en que se sustentan los mencionados actos subsecuentes dentro del procedimiento administrativo de ejecución. 

Con base en lo anteriormente señalado y de conformidad con lo dispuesto por el artículo 251 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, resulta procedente declarar la ILEGALIDAD e INVALIDEZ, por consecuencia, la NULIDAD de los actos impugnados, consistentes en el mandamiento de ejecución de 13 de abril de 2018, emitido el Director de Recaudación y Política Fiscal de la Dirección General de Ingresos, de la Secretaría de Finanzas de Gobierno del Estado de San Luis Potosí, así como del Acta de Requerimiento de Pago y de Embargo diligenciadas en la misma fecha, mediante los cuales se pretende el pago de la multa impuesta a la hoy actora en el expediente de la causa penal identificado con el número **********, por la cantidad total de **********.
Al ser fundado el concepto de impugnación previamente analizado, esta Sala Unitaria se abstiene de entrar al estudio y análisis de los restantes conceptos de impugnación que aduce la parte actora, en virtud de que cualquiera que fuere su resultado en nada variaría el sentido del presente fallo, ni obtendría un mayor beneficio al ya alcanzado,

Lo anterior encuentra sustento en el criterio establecido en la Jurisprudencia I.2°.A.J./23, por el Segundo Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Primer Circuito, cuyo texto enseguida se transcribe:

“CONCEPTOS DE ANULACION. LA EXIGENCIA DE EXAMINARLOS EXHAUSTIVAMENTE DEBE PONDERARSE A LA LUZ DE CADA CONTROVERSIA EN PARTICULAR.- La exigencia de examinar exhaustivamente los conceptos de anulación en el procedimiento contencioso administrativo, debe ponderarse a la luz de cada controversia en particular, a fin de establecer el perjuicio real que a la actora puede ocasionar la falta de pronunciamiento sobre algún argumento, de manera tal que si por la naturaleza de la litis apareciera inocuo el examen de dicho argumento, pues cualquiera que fuera el resultado en nada afectaría la decisión del asunto, debe estimarse que la omisión no causa agravio y en cambio, obligar a la juzgadora a pronunciarse sobre el tema, sólo propiciaría la dilación de la justicia.”
Asimismo, sirve de apoyo el criterio sustentado por el Tercer Tribunal  Colegiado del Segundo Circuito, Octava Época, del Semanario Judicial de la Federación, Apéndice de 1995, Tomo VI, Parte TCC, Tesis: 693, Página: 466, que a la letra dice:

CONCEPTOS DE VIOLACION. ESTUDIO INNECESARIO DE LOS.  Habiendo resultado fundado y suficiente para otorgar el amparo solicitado, uno de los conceptos de violación, resulta innecesario el estudio de los restantes motivos de inconformidad vertidos en la demanda de garantías. TERCER TRIBUNAL COLEGIADO DEL SEGUNDO CIRCUITO.

Por lo expuesto y con fundamento en los artículos 249, 250, fracción II, 251, 252 y 253 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, es de resolverse y se RESUELVE:

PRIMERO.- Esta Primera Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, resultó competente para conocer y resolver el presente juicio.

SEGUNDO.- La parte actora probó los extremos de su acción, en consecuencia;

TERCERO.- Se declara la NULIDAD de los actos impugnados, consistentes en el mandamiento de ejecución de 13 de abril de 2018, así como del Acta de Requerimiento de Pago y de Embargo diligenciadas en la misma fecha, de conformidad con los razonamientos precisados en el Considerando Séptimo de esta resolución.  
CUARTO.- Notifíquese personalmente a la parte actora y mediante oficio a las autoridades demandadas.

ASÍ, lo resolvió y firma la Magistrada Titular de la Primera Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, Licenciada MA. EUGENIA REYNA MASCORRO, quien actúa con el Secretario de Acuerdos, Licenciado LIC. ANTONIO MARTÍNEZ PORTILLO, que autoriza y da fe.- CONSTE.

Se suprimen datos personales por tratarse de información confidencial de particulares cuyo resguardo y protección está a cargo del Tribunal de lo Contencioso Administrativo del Estado; con motivo del ejercicio de sus funciones jurisdiccionales y administrativos que realiza conforme al ámbito de su competencia, de acuerdo a lo previsto en los artículos 3° fracción XI, XVII, XXVIII y XXXVII, 23, 82, 84 fracción XLIII, 87 fracción III, 138 y noveno transitorio de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de San Luis Potosí.
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